JURISPRUDENCIA 

Impuesto de sellos. Actividad: servicios jurídicos brindados por abogados y procuradores. Instrumentos en los que actúa en carácter de apoderado. En la realización del hecho imponible no interviene el letrado. Actos procesales gravados con la Tasa de Justicia. Nulidad de la resolución apelada. Serviddio Vicente, T.F.A.-P.B.A., Sala II, 11/6/09.

AUTOS Y VISTOS: el Expte. 2306-203725, año 2006, caratulado “Serviddio Vicente”.

Y RESULTANDO:

Que, a fs. 777/788 el Departamento de Fiscalización La Plata, dependiente de la Dirección Adjunta de Fiscalización, de la Dirección Provincial de Rentas (hoy A.R.B.A.), dicta la Res. determinativa y sancionatoria 833/07 –con fecha 29/11/07– mediante la cual procede a determinar en su art. 1 las obligaciones fiscales de Vicente Serviddio, con domicilio fiscal en calle Roca 610 de la localidad de J. L. Suárez, partido de General San Martín, C.U.I.T. 23-11434259-9, en su carácter de contribuyente del impuesto de sellos, por la actividad de “Servicios jurídicos brindados por abogados y procuradores” (Código NAIIB 741101), por los convenios que detalla y establece (art. 2) que las diferencias surgidas a favor del Fisco, totalizan la suma de “pesos diecinueve mil doscientos sesenta y nueve con veintisiete centavos ($ 19.269,27)”. Aplica una multa equivalente al veinte por ciento (20%) del monto dejado de abonar (art. 3), por haberse constatado la comisión de la infracción prevista y penada por el art. 53 del Código Fiscal –t.o. en 2004–.

Que, a fs. 842/857, se presenta el contribuyente de autos con el patrocinio letrado de la Dra. Janine Weidemann, e interpone recurso de apelación contra la Res. determinativa y sancionatoria 833/07.

Que, a f. 905, los autos son elevados a esta Alzada, atento lo dispuesto por el art. 110 del Código Fiscal (t.o. en 2004).

Que, a f. 907 se deja constancia de la adjudicación de la causa a la vocal de la 6ª Nominación Dra. Silvia Inés Wolcan. Asimismo se ordena el impulso procesal de las presentes actuaciones y se hace saber la integración de la Sala II que entenderá en las mismas, juntamente con la vocal de 4ª Nominación Dra. Laura Cristina Ceniceros y el vocal de la 5ª Nominación Dr. Carlos Ariel Lapine, notificándose ello a fs. 908/909.

Que, a f. 910, se da traslado de ley a la representación fiscal, produciendo ésta su contestación de agravios con el escrito que luce a fs. 912/915.

Que a f. 918, se tiene por contestado el traslado referido a la representación fiscal, y se dicta la providencia de autos para sentencia, habiendo quedado la misma consentida (cédulas de fs.919/920).

Y CONSIDERANDO:

I. Que, en su escrito recursivo, el apelante ataca la configuración del hecho imponible, exponiendo que los actos que se pretenden gravar no se encuentran terminados hasta la existencia de una sentencia homologatoria.

Que, también cuestiona la gravabilidad de los acuerdos de pago posteriores a la sentencia, ya que no revelan un negocio entre las partes, sino que establecen las pautas de cumplimiento de la misma.

Que, por otra parte, expone que actuó como apoderado judicial, mandato que no es un poder de disposición ni de administración, sino sólo para los actos procesales de defensa del cliente, entendiendo que por ello no pueden declararle la responsabilidad solidaria.

Que, plantea la nulidad del procedimiento por la negativa a citar a los sujetos pasivos, ya que entiende que para hacer efectiva la solidaridad deberá accionarse contra todos los responsables a quienes se pretende obligar, de acuerdo con lo dispuesto por el art. 21 del Código Fiscal.

Que, también fundamenta la nulidad por el límite de actuación de la inspección, ya que lo ordenado era una verificación por ingresos brutos, y al no encontrar diferencias, desvió el Fisco la inspección al cumplimiento del impuesto de sellos.

Que, pide se cite a terceros y ofrece prueba documental instrumental, e informativa, solicitando se desestime la responsabilidad solidaria del mismo.

II. Que, a su turno la representación fiscal se opone al progreso del recurso incoado.

Que, contesta el agravio de la denegatoria de la prueba, exponiendo que es facultad del juez administrativo aceptar o rechazar la misma, cuando se encuentra debidamente fundada, y no afecta el derecho de defensa, por la posibilidad de su replanteo en instancias sucesivas, citando jurisprudencia al respecto.

Que, a continuación, trata la nulidad articulada, exponiendo que la ampliación de la verificación al impuesto de sellos, se encuentra dentro de las facultades de la autoridad de aplicación que le otorga el Código Fiscal. Alega que no hay nulidad sin perjuicio y que no se ha infringido el debido proceso.

Que, respecto al agravio central, expone que los actos se encuentran gravados por su sola creación y existencia de los instrumentos, sin importar la validez o eficacia posterior, siendo la homologación o no del acuerdo sin incidencia sobre el hecho imponible, como así tampoco que el acuerdo sea anterior o posterior a la sentencia.

Que, en lo atinente a la responsabilidad solidaria del apoderado, plantea que no ha sido imputada por el incumplimiento de otros sujetos en los términos del art. 21 del Código Fiscal (t.o. en 2004), sino por ser el signatario de los convenios y su responsabilidad directamente endilgada amparada en el art. 269 del citado código, considerando, en consecuencia, que no tiene asidero alguno el pedido de citación de los principales deudores, por lo que solicita el rechazo de los agravios y la confirmación del acto recurrido.

III. Voto de la Dra. Silvia Inés Wolcan: que, previo a analizar los agravios introducidos contra Res. determinativa y sancionatoria 833/07, corresponde realizar algunas consideraciones que fulminan con nulidad a la misma.

Que, liminarmente, se debe dejar sentado que de la simple lectura de los instrumentos anejados, se observa que el Dr. Serviddio, actúa en su carácter de apoderado y no por derecho propio, a excepción hecha de lo que implica honorarios por su labor profesional.

Que, en los citados instrumentos encontramos dos actos perfectamente individualizados, por un lado el convenio de pago de los emolumentos correspondientes a la parte y por otro el convenio de aranceles profesionales.

Que, los actos realizados por el mandatario, no pueden ser imputados al mismo, así se ha establecido que “Todas las consecuencias de los actos celebrados por el mandatario a nombre de su mandante y dentro de los límites de sus poderes, derivan de esta idea esencial: que dicho acto se reputa como celebrado personalmente por el mandante y que, por lo tanto, el mandatario permanece intocado por sus efectos” (CC0000 TL 10440 RSD-114-21 S 15-9-92, Juez Macaya (SD) Alemany Juan y otra c/Sandoval Felipe C. y Otros s/escrituración y tercería de mejor derecho. Mag. votantes: Lettieri-Macaya-Casarini).

Que, de ello se infiere que, en la realización del presunto hecho imponible, no interviene el letrado sino la parte, siendo su participación en el acto la de un mandatario, sin otras responsabilidades que las de actuar dentro de los límites del poder o las que pudieran surgir de los arts. 17, 18 y 21 Código Fiscal (t.o. en 2004), porque la gestión "por cuenta ajena" implica o encierra, también, un “interés ajeno”, de allí que el mandante sea el dueño exclusivo del negocio.

Que, cuando el pronunciamiento en crisis fundamenta, la responsabilidad endilgada al contribuyente de autos, lo hace en virtud de lo dispuesto por el art. 269 del Código Fiscal –t.o. en 2004– que dice “Cuando en la realización del hecho imponible intervengan dos o más personas todas son solidariamente responsables por el total del impuesto, quedando a salvo el derecho de cada uno de repetir de los demás intervinientes la cuota parte que le correspondiere de acuerdo con su participación en el acto” sin tener en cuenta para ello, que el apoderado judicial no interviene por sí, sino que lo hace en nombre del poderdante, y por ende no puede atribuirse la responsabilidad personal, como contribuyente directo del tributo.

Que, lo expuesto constituye una interpretación razonable del citado art. 269, caso contrario toda persona que interviniera en una acto, por cualquier motivo, pasaría a ser responsable en forma directa del impuesto de sellos, (verbigracia: testigos, autoridades certificantes de firmas, casos de firma a ruego, etc.).

Que, tal postura es coincidente con las pautas establecidas en los arts. 7, 16 y 17 del Código Fiscal (t.o. en 2004 y correlativos de años anteriores) y con una correcta hermenéutica, ya que se refiere sólo a las personas que intervienen en la realización de un hecho imponible, ya sea por sí o por medio de apoderado.

Que, en la especie, el letrado interviene –y se encuentra expresamente indicado–, como apoderado de una de las partes del proceso, por lo que la atribución de la responsabilidad directa del tributo efectuada en el acto en crisis al Dr. Serviddio es errónea; lo que así declaro.

Que, por otra parte, y desde el punto de vista de los instrumentos en sí, la doctrina ha sostenido que “ante la inexistencia de un acto ‘voluntario’ y obviamente libre al momento constitutivo de la obligación, lo que de por sí presupone la falta de vigencia de los principios del art. 944 del Código Civil, en el cual se apoya el sustento gravatorio del impuesto, corresponde sostener que esta clase de contratos están ajenos al ámbito de su gravabilidad” (“Impuesto de sellos” Vicente O. Díaz, 2da. edición ed. Errepart).

Y, en la especie, nos hallamos con convenios o escritos que, si bien tienen significado económico y están suscriptos por las partes, se encuentran otorgados en el marco de un proceso, en el que la parte vencida o citada compulsivamente a tomar intervención, acepta total o parcialmente lo planteado por la titular de la acción, tratando de minimizar –ante la presunción de una sentencia condenatoria– los montos a los que tendrá que hacer frente.

Que, se ha dicho: “Aparte de la aptitud, constituye requisito subjetivo del acto procesal el de la voluntad, pues aquél comporta, por definición, una expresión voluntaria de quién lo realiza. En lo que al tema concierne, la doctrina más generalizada señala que el requisito de la voluntad no juega, en los actos procesales, la misma función que en los actos jurídicos del derecho privado. Ocurre, en efecto, que mientras en éstos últimos la voluntad del sujeto determina directamente la producción de efectos jurídicos, los actos procesales producen efectos en la medida en que se hayan cumplido, a su respecto, los requisitos prescriptos por la ley, con prescidencia de las motivaciones internas del sujeto de quien proceden”. (CC0101 MP 123240 RSD-161-3 S 19-6-3, Juez Azpelicueta (SD) Raúl V. Batalles S.A. c/Matafuegos Independencia S.A. s/cobro ordinario Mag. Votantes: Azpelicueta, Cazeaux, Font).

Que, además los instrumentos son, en su gran mayoría, escritos judiciales o convenios, que no poseen, la característica de autosuficiencia, requerida por la tipología legal, habida cuenta que forman parte de un proceso que da origen al derecho de percibir la indemnización y al derecho a percibir los honorarios, y que justifican la causa de la obligación, encontrándose gravados por las tasas retributivas del servicio de justicia, con idéntica base imponible que la establecida en el acto en crisis para el impuesto de sellos (arts. 292 a 299 del Código Fiscal, t.o. en 2004).

Que, los escritos presentados en juicio son “actos jurídicos procesales” a los que les son aplicables las normas que regulan su constitución, pero tienen un contenido autónomo de los actos jurídicos que regula el Código Civil, por lo que muchas normas del mismo no se le aplican, como por ejemplo las nulidades, que tiene un alcance distinto en el proceso.

Que, los actos procesales son todas aquellas actuaciones que tienden a llevar a cumplir el objetivo de la acción, en un pronunciamiento que defina los derechos o a través de los modos anormales de terminación del proceso.

Que, en sus orígenes, los actos procesales tributaban el impuesto de sellos, regulándose, posteriormente en forma independiente, bajo la denominación de tasas retributivas del servicio de justicia. Si bien dejaron de encontrarse tipificados como impuesto de sellos, y, por ende, de estar gravadas bajo tal denominación, conservaron idéntica esencia.

Que, los actos jurídicos pasibles de ser gravados con el impuesto de sellos, son diferentes de los actos procesales, que se encuentran gravados con la tasa de justicia, y, sin entrar en el debate de si ésta es realmente una tasa o un impuesto, como expusiera, no se encuentran alcanzados con el tributo en cuestión.

Que, todos los convenios, escritos judiciales y acuerdos, que dan cuenta las actuaciones, están referidos a procesos y se trata, indudablemente de actuaciones del rito judicial, ajenas al impuesto de sellos que se persigue en las presentes actuaciones.

Que, particular atención merece la “transacción”, que es un acto jurídico bilateral de derecho civil y es también un acto procesal, título ejecutorio equiparado a la sentencia (arts. 850 del Código Civil y 500, inc. 1, del Código Procesal), pero, en el “sub iudice”, al estar referido específicamente a un proceso, se encuentra gravado exclusivamente por la Tasa de Justicia.

Que, si bien la Tasa de Justicia se presenta como una retribución por el servicio, el interés primordial del Estado por el funcionamiento de la justicia y el pleno establecimiento de la garantía constitucional de defensa en juicio (art. 18), revelan un interés generalizado que trasciende al litigante particular, que ha permitido a nuestros Tribunales supremos, catalogarlos como un tributo.

Que, además, la circunstancia de haberse encontrado convenios judiciales, que no han sido presentados en el juicio –pese a estar individualizado el mismo–, no habilita a realizar un ajuste en otro impuesto que no sea el evadido, es decir, la tasa de justicia.

Que, como corolario de lo hasta aquí relacionado, habiendo el pronunciamiento recaído en autos errado en la persona del responsable directo y en el tributo aplicable, deviene nulo por imperio de lo preceptuado por los arts. 103 y 117 del Código Fiscal (t.o. en 2004); lo que así declaro.

Por ello,

RESUELVO:

Declarar de oficio la nulidad de la Res. determinativa y sancionatoria 833/07, dictada por la Dirección Adjunta de Fiscalización, de la Dirección Provincial de Rentas, conforme lo expuesto en el Considerando III de la presente. Regístrese, notifíquese y devuélvase.

Voto de la Dra. Laura Cristina Ceniceros: adhiero al voto de la Dra. Silvia Inés Wolcan.

Voto del Dr. Carlos Ariel Lapine: adhiero al voto de la Dra. Silvia Inés Wolcan.

Por ello,

SE RESUELVE:

Declarar de oficio la nulidad de la Res. determinativa y sancionatoria 833/07, dictada por la Dirección Adjunta de Fiscalización, de la Dirección Provincial de Rentas, conforme lo expuesto en el Considerando III de la presente. Regístrese, notifíquese y devuélvase.

Fdo.: Dra. Silvia Inés Wolcan, vocal, 6ª Nominación, Sala II; Dra. Laura Cristina Ceniceros, vocal, 4ª Nominación, Sala II; Dr. Carlos Ariel Lapine, Vocal, 5ª Nominación, Sala II; Dra. Rosa Elena Carbonell, secretaria, Sala II

Reg. Nº 1.023.

